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patente en aplicació'n, como ocurre en el presente' caso.
de una causa legal. •

2. Delimitado el objeto de la presente solicitud de
amparo, antes de considerar la petición en cuanto al
fondo. es preciso examinar si, de acuerdo con nuestra
doctrina jurisprudencial. puede considerarse cumplida
la exigencia recogida en el art. 44.1 a) de la Ley Orgánica
de estll Tribunal. consistente en haber agotado los recur­
sos utilizables en la vía judicial prevía. dado que esta
demanda de amparo presenta la peculiaridad de haberse
formulado contra una resolución no definitiva.

Recientemente. este Tribunal, ha tenido ocasión de
referirse a la subsidiariedad del proceso constitucional
de amparo. a propósito de demandas deducidas contra
resoluciones interlocutorias recaídas en el proceso penal.
Las SSTC 32/1994 y 147/1994 han recordado que
el marco natural en el que ha de intentarse la reparación
del derecho constitucional vulnerado por la actuación
del órgano jurisdiccional. es el mismo proceso judicial
previo. De tal modo que. en principio. sólo cuando éste
haya finalizado. por haber recaído una decisión definitiva,
puede entenderse agotada la vía judicial Y. consecuen­
temente, es posible acudir ante este Tribunal en oeman­
da de amparo.

3. Cabe señalar. por tanto. que la denunciada infrac­
ción procesal consistente _en la falta de notificación del
Auto de conclusión de las diligencias previas, no ha pro­
ducido. defínitiva e irremediablemente. la vulneración del
derecho de defensa de los' recurrentes. Es cierto que
este Tribunal. en la STC 186/1990. ha destacado la
importancia de esta notificación para preservar la vigen­
cia del derecho de defensa y la garantía del principio
de contradicción. Pero, la infracción de la norma procesal
sólo puede considerarse constitucionalmente relevante
si se traduce en una lesión efectiva del derecho fun­
damental vulnerado, que en este caso no puede enten­
derse producida. puesto que la indefensión derivada de
la falta de notificación aún puede ser alegada por la
parte y examinada por el órgano judicial en la audiencia
preliminar contemplada en el arto 793.2 L.E.Crim.. o inclu­
so Y. en su caso. ser restablecido el derecho vulnerado
a través de la observancia de la doctrina de la prohibición
de valoración de la prueba inconstitucionalmenteobte-.
nida. Ha de reconocerse, pues, que todavía existe, al
alcance de los recurrentes, un medio adecuado de repa­
ración. por lo que no puede considerarse agotada la
vía judicial previa y, en consecuencia, no·es posible exa-,
minar. en cuanto al fondo. la pretensión de amparo. que
por esta razón ha de quedar imprejuzgada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR lA AUTORIDAD QUE lE CONFIERE lA CONSTITUCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el presente recurso de amparo.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado).

Dada en Madrid. a siete de junio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrer....:.Fernando García-Mon y González-Regueral.-Car­
los de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sendra.-Ra.fael
de Mendizábal. Allende.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado
y ruhricado. .

16036 Sala Primera. Sentencia 175/1994. de 7
de junio de 1994. Recurso de amparo
925/1992. Contra Auto del Juzgado de Pri­
mera Instancia número 1 de Murcia, en Autos
de juicio ejecutivo. que desestimó la nulidad
de actuaciones solicitada por los recurrentes.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: principio de contradicción procesal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando Garela-Mon y González,Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. _925/92. interpuesto
por doña Pilar lribarren Cavalié. Procuradora de los Tri­
bunales, en nombre y representación de don José Tomás
San Román y doña Matilde lafrilla Mateo. defendida
por el Letrado don Gonzalo Arroyo Fernández, contra
el Auto de fecha 10 de octubre de Hl91. díctado por
el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Murcia. en
autos de juicio ejecutivo núm. 282/89. que desestimó
la nulidad de actuaciones solicitada por los recurrentes.
Ha sido parte el Ministerio Fiscal y Ponente el Magistrado
don Carlos de la Vega Benayas. quien expresa el parecer
de la Sala. . .

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
7 de abril de 1992. la Procuradora doña Pilar Iribarren
Cavállé. en nombre y representación de.don José Tomás.
San Román y doña Matild\l lafrilla Mateo. ínterpone el
presente recurso de amparo contra el Auto de fecha
10 de octubre de 1991 (notificado el 25 de marzo
de 1992). dictado por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Murcia en Auto de juicio ejecutivo núm.
282/89. .

2. El presente recurso tíene su origen en los siguien-
tes hechos: '. '. .

a) La Caja de Ahorros de Murdairíterpuso contra
los dos recurrentes y varias personas más demanda de
juicio ejecutivo. cuyo conocimiento correspondió'al Juz­
gado de Primera Instancia núm. 1 de Murcia. quien lo
tramitó con el núm. 282/89. .

b) El Juzgado de Prímera Instanéi~nú~;l de Murcia
ordenó despachar la ejecución mediante Auto de. 29
de marzode 1989. requiriendo de pago. a los deman­
dados. con apercibimiento de embargo y citándoles de
remate en forma legal. para lo que se libró el corres­
pondiente exhorto al Juzgado Decano de los de Primera
Instancia de Madrid. ya q~e los recurrentas tenían su
domicilio en esta última ciudad~

c) Don José Tomás San Román y doña Matilde lafr~

lIa Mateo fueron respectiva menta requeridos de pago
con fecha 22 de septiembre de 1989 y .27 de septiem­
bre. respectivamente. y como quiera que astos últimos
no pagaron en elacto. se procedió al,lImbargo de'los .

. bienes aIOS,qu,:. se re.fie.ren... la~"qili!Í~~.i.~.jt~ec.e!!"l!'¡rgo
(documento~ nums.. !:l. Yi, 1Qt¡l~I!!~.!l1iq!l!P.•Q!\'tl!. la

.dem!mda), crtánd_oles ,de rema!'ivm!lNll'~Q:\o,.;l..e:t,o, por'
medIO de cédula en la que se hacía constar que podían
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oponerse a la ejecuclon despachada en el término de
tres dlas personándose en los Autos en legal forma
mediante Abogado y Procurador.

d) El día 26 de septiembre de 1989 los recurrentes
enviaron un telegrama al Juzgado de Primera Instancia
de Murcia. en el que manifestaban que comparecían
en tiempo y forma. oponiéndose..a la ejecución despa­
chada y solicitando el nombramiento de Abogado y Pro­
curador del turno de oficio; dicho telegrama fue recibido
ese mismo día en el Juzgado.

e) Al mismo tiempo los demandantes de amparo
reiteraron su solicitud de comparecer en juicio mediante
escrito remitido al mismo Juzgado por-correo certificado.
fechado el día 26 de septiembre de 1989.

f), El Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Murcia
dictó Sentencia el día 22 de marzo de 1990, por la
que, declarando bien despachada la ejecución, mandó
seguir adelante la misma a fin de pagar al ejecutante,
es decir a la Caja de Ahorros de Murcia, la cantidad
de 400.875 pesetas de principal, más los intereses pac­
tados y las costas causadas.

g) Los recurrentes, al tener conocimiento de la Sen­
tencia. solicitaron· de nuevo, mediante escrito remitido
por correo certificado, con fecha de 11 de julio de 1990,
la nulidad de actuaciones en el marco del recurso de
apelación formulado por los demandantes contra la Sen­
tencia de remate.

h) El Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Mur­
cia, por providencia de 7 de febrero de 1991, después
de tener por solicitada la nulidad de actuaciones y previa
audiencia de las partes, acordó, por Auto de 10 de octu­
bre de 1991, no haber lugar a la declaración de nulidad
por haberse ajustado a Derecho el trámite de este juicio,
sobre la base de que los recurrentes no habían observado
los requisitos establecidos para solicitar los beneficios
de la justicia gratuita.

3. Los demandantes aducen como fundamento de
su pretensión la vulneración del derecho de defensa,
representación y a la asistencia de Letrado garantizado
por el arto 24.2 de la C.E.. ya que, pese a su petición
de que se procediera por el Juzgado al nombramiento
de Abogado y Procurador, este último lejos de proveer
a dicha petición ordenó la continuación del juicio en
rebeldía de. los demandantes, privándoles así de haber
hecho las alegaciones que hubieran estimado oportunas
respecto a la demanda ejecutiva, impidiéndoles articular
el escrito de oposición, causándoles una manifiesta
indefensión.

4. Por providencia de 18 de mayo de 1992, la Sec­
ción Segunda de la Sala Primera acordó, antes de decidir
sobre la admisión a trámite del recurso, dirigir atenta
comunicación al Juzgado de Primera Instancia núm. 1
de Murcia a fin de que remitiera testimonio del jUicio
ejecutivo núm. 282/89. Réferido a las actllacionés, la
Sección acordó, por providencia de 8 de julio' de 1992,
admitir a trámite la demanda de amparo, y de canfor'
midad con lo dispúesto en el arto 51 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional, ordenó qUé se emplazara
a quienes habían sido parte en el proceso judicial, salvo
a la parte recurrente en amparo, para que en el plazo
de diez días pudieran comparecer' en este recurso de
amparo.

5. El Ministe.rioFiscal presentó escrito de alegacio­
nes el día 16 de.·diciembre·.Qe1992;én el que solicitó
la concesi6ndel~mpafQ: Tras exponer losb~chosydeS-,
puésde examimir'la"doctrina de "este'Tribj¡naF Cqristi-

:, ~ e ,- • . ; \ ' i i •. : . ',; ,

tucional sobre el derecho de defensa y la asistencia de
Letrado solicitó, como queda dicho, la estimación del
recurso de amparo al consicferar que el Órgand' judicial
había hecho una interpretación de la normativa procesal
claramente formalista y rigurosa. creando un obstáculo
procesal inexistente que ha impedido a los solicitantes
de amparo acceder al proceso y a haéer en él las ale­
gaciones que estimaran pertinentes a su derecho. así
como proponer y practicar pruebas, lo que a su juicio
supone una sanción desproporcionada en relación con
el posible defecto meramente formal y, ppr ende, sub­
sanable; concluye el Ministerio Fiscal diciendo que la
resolución judicial ha producido una violación del dere­
cho a la tutela judicial efectiva que ha causado a los
recurrentes una"evidente indefensión.. --

Al mismo tiempo, el Ministerio Público llama la aten­
ción sobre la posible concurrencia de la causa de ¡nad­
misión del art. 44.1 a) de la LOTC, y que a su juicio
contra el Auto que denegó la concesión de la asistencia
letrada y la nulidad de lo actuado cabía respectivamente
el recurso de reposición. y contra éste, el de-apelación,
si bien a continuación afirma que no debe apreciarse
esta causa de desestimación porque el Auto judicial no
indica si la resolución es firme o no y los recursos· que
proceden en su caso, incumpliendo la obligación que
impone el arto 248.4 de la L.O.P.J. y dado que los
recurrentes son legos en Derecho y les falta la asistencia
letrada no es posible imputarles la falta de agotamiento
de la vía judicial.

6. La representación procesal del recurrente de
amparo formuló sus alegaciones mediante escrito regis­
trado en este Tribunal con fecha 24 de noviembre
de 1992, ratificando integramente su escrito de deman­
da.

7. La Sección, mediante providencia de 8 de julio
de 1992, acordó, conforme a lo solicitado por la parte
actora, la formación de la oportuna pieza separada de
suspensión, acordando, por resolución de 8 de julio de
1992, conceder un plazo de tres días al Ministerio Fiscal
y al solicitante de amparo para que dentro de dicho
término formularan las alegaciones que estimen perti-

. nentes sobre la suspensión solicitada.
El Ministerio Fiscal interesó en tal sentido la suspen­

.siónde las resoluciones judiciales recurridas. así como
la representación procesal del recurrente, acordando la
Sala Primera de este Tribunal, mediante Auto de 20 de
julio de 1992, la suspensión parcial de la ejecución de

. la Sentencia de remate dictada por el Juzgado de Primera
Instancia numo 1 de Murcia, en los Autos de juicio eje­
cutivo núm. 282/89, en todo lo relativo a los bienes
inmuebles embargados propiedad de los recurrentes en
amparo,

8, Por providencia de 2 de junio de 1994 se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 7 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo consiste
en determinar si con ocasión de la tramitación del pro­
ceso ejeéutivo núm. 282/89 seguido ante el Juzgado
de Primera Instancia núm. 1 de Murcia se han lesionado
los derechos de los recurrentes en amparo a la repre­
sentación procesal, defensa y asistencia letrada, o si,
porel contrario, la decisión del Juzgado núm, 1de Múrcia'
!ie,c.QntinuÍlr.el procedimiento'ejecutivo'sin olr' a los
deinandadQs:-privalÍdoles así de poder formular oposi­
ción)- se: ajusta-a las previsiones legales y por tanto la
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queja de los demandantes carece de lada relevancia
constilucionaL

2. Los recurrenles fundamentan la supuesta viola­
ción del derecho fundamenlal a la representación. defen­
sa y asistencia letrada en la negativa del Juez civil a
nombrar de oficio Abogado y Procurador. En opinión
de los demandantes la actuación del Juzgado de Primera
Instancia núm. 1 de Murcia habría infringido el derecho
a la defensa que constitucionalmente les corresponde.
causándoles con ello la más absoluta. indefensión al
impedirles argumentar y contradecir los hechos conte­
nidos en la demanda ejecutiva. mediante la oportuna
articulación (en su caso) del escrito de oposición y. todo
ello. a pesar de que habían manifestado claramente su
voluntad de personarse en el proceso a fin de defender
sus derechos.

En conclusión, según los solicitantes de amp'aro se
han vulnerado en este caso sus derechos a la defensa
y a la asistencia letrada. integrados en la tutela judicial
efectiva sin indefensión que. como derecho fundamental.
reconoce el ar!. 24.1 C.E. .

En la misma línea argumenta el Ministerio Público,
para quien la resolución del órgano judicial de no acceder
a la petición de los recurrentes para que se les nombrara
Abogado y Procurador de oficio les ha causado un real
y efectivo menoscabo de su derecho de defensa al basar­
se la decisión adoptada por el Juzgado de Primera Ins­
tancia núm. 1 de Murcia en una interpretación exce:'
sivamente formalista y rigorista de la normativa prqcesal
vigente. creando con ello un'obstáculo procesal, a su
juicio. inexistente que ha impedido a los demandantes
de amparo acceder al proceso y realizar en el mismo
las alegaciones que hubieran estimado oportunas.

3. Así delimitada la cuestión debatida. debemos.
antes de entrar en el análisis del fondo del asunto. deter­
minar si concurre o no, en este supuesto, la causa de
¡nadmisión :....que en este, momento sería de desestima~

ción-. prevista en el artículo 44.1 a) de la LOTC. y adu­
cida por el Ministerio Fiscal.

A su criterio. los recurrentes no han agotado la vía
judicial previa al amparo. pues contra el Auto que denegó'

,la concesión de la asistencia letrada.. la representación
procesal y la nulidad de actuaciones cabía interponer
recurso de reposición, y contra éste el últerior de ape­
lación. Mas tal objeción no puede ser aceptada. En efec­
to. ello debe ser así porque la nulidad solicitada por
lo~ actores se realizó en el marco y con ocasión del
recurso de' apelación por estos interpuesto. en virtud ,
del cual. a tenor de lo dispuesto en la L.E.C.• la nulidad .
de actUaciones debió ser resuelta de forma conjunta
con la apelación, agotándose asi la vía judicial. y al no
hacerlo de esta forma. el órgano judicial no sólo infringió
la normativa procesal vigente sino que además provocó
a los2recurrentes un evidente error, ya que estos con­
sideraron que lo resuelto por el Tribunal civil fue el recur­
so de apelació!). que no es susceptible de ulterior recurso.
El mencionado error imputable exclusivamente al órgano
judicial no debe impedir a los recurrentes el acceso al
recurso de amparo. pues al margen de lo anteriormente
expuesto resulta claro que en el Auto desestimatorio
de la nulidad no se hacia indiCación expresa de si la
resolución era o no firme y -lo que es (Tlás importante-.
de los recursos que se podían interponer contra dicho
Auto.

Las circunstancias concurrentes en este supuesto y
en particular la deficiente tramitaci6n del recurso de ape­
Jacióh.lÍecha .por.el, órgano judicial conducen a la con­
rF!usi6nd.:,l:lUeJaNfá judicialestába agotada. sobretOdo
¡~ t"l18mos.",n;cuenta.,.,tal.y:como el pr.opio, Ministerio
:,~Isca,"recQnoce en su escnto c,Je alegaclones- que los
~.. ... ..

recurrentes son legos en Derecho faltándoles asistencia
letrada por lo que en última instancia la falta de ago­
tamiento de la vía judicial no le serí'W:"putable.

Desestimada la objeción procesal formulada por el
Ministerio Público procede entrar en el análisis de la
cuestión de ,landa para cuya resolución· hemos de ate­
nernos a la doctrina de este Tribunal sobre el alcance
del derecho a la defensa y a la asistencia letrada desde
la perspectiva del derecho a la tútela judicial efectiva
consagrada por el arto 24.1 de la C.E.

4. Es doctrina reiterada de este Tribunal Constitu­
cional que el derecho a la tutela judicial efectiva garan­
tizado por el arto 24.1 C.E. comporta que en todo proceso
deba respetarse el derecho a la defensa contradictoria
de las partes contendientes. a quienes debe darse la
oportunidad de alegar y probar procesalmente sus,dere­
chos. principio éste que se complementa con el de igua~

dad de armas procesales. igualdad que además ha de
ser real y efectiva para las partes.

Asimismo se dijo que la regla de la interdicción de
la indefensióil requiere del órgano jurisdiccional un indu­
dable esfuerzo a fin de preservar los derechos de defensa
de las partes. correspondiendo a los órganos judiciales
procurar que en un proceso se dé la necesaria contra­
dicción entre las partes. así como que posean idénticas
posibilidades de alegar o probar. y en definitiva. de ejer­
cer su derecho de defensa en cada una de las instancias
que' lo componen (SSTC 226/1988. 162/1993 Y
110/1994). Y aun en lo referente a la asistencia letrada
se precisó que la realización efectiva de este derecho
no se satisface sólo con el nombramiento de Letrado
de oficio sino que. además. debe proporcionarse asis­
tencia letrada real y efectiva (Sentencias del ToO.H.
9/10/79; 15/5/88.25/4/83) por no producir una limi­
tación del medio de defensa.

En particular. y con relación a si la falta de asistencia
de Letrado provoca o no indefensión. se declaró que
la falta de asistencia letrada en los casos en que es
preceptiva y no existe causa justificada para el nom­
bramiento de los profesionales de oficio. no sólo cons­
tituye indefensión formal. sino también material. al cau­
sar dicha inasistencia letrada un evidente perjuicio a las
partes.

6. La aplicación de la anterior doctrina al supuesto
ahora examinado nos lleva a concluir que se ha infringido
en este caso el derecho a la defensa y a la asistencia
letrada. Ello es así porque el Juzgado a quo. ante la
petición de los recurrentes de que se les designara pro­
fesionales de oficio (Abogado y Procurador) por carecer
de medios económicos (de ahí sU solicitud del beneficio
de pobreza) acordó sin' previo razonamiento alguno.
Como hubiera sido lo exigible. la continuación del pro­
ceso mediante declaración de rebeldía de los hoy
recurrentes privando así con tal proceder a los deman,.
dantes de amparo de poder hacer alegaciones y artícular
la oportuna oposición a la demanda ejecutiva en la forma
establecida por la L.E.C.. pa'ra la que es preceptiva la
asistencia de Letrado.

Esta decisión del juzgador se fundamenta en una
interpretación excesivamente formalista y rigorista de
las normas procesales. y singularmente del beneficio de
pobreza. a pesar de que los recurrentes expresaron cla­
ramente su vóluntad de oponerse a la demanda ejecutiva
mediante la presentación de un telegrama y posterior
escrito ante el Juzgado competente ·dentro del plazo
señalado por la L.E.C. para personarse en 'el proceso
ejecutivo y formular la correspondiente oposición..
'., .. -De cUanto anteCede resulta evidente que la interprll7
taciónhilcha·por el· Juez civil de las normas procesales
y en particular su decisión de no suspender el proceso
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hasta que se procediera al nombramiento del Abogado
y Procurador de oficio solicitado. constituye no sólo una
irregularidad formal de las leyes procesales. sino también
material. al privar«,debidamente a los solicitantes de
amparo de intervenir en el proceso ejecutivo formulado
contra ellos, y contradecir en su caso los hechos con­
tenidos en la demanda ejecutiva mediante la articulación
del escrito de oposición a la ejecución prevista en la
l.E.C. sobre la base de los motivos de oposición que
esta ultima normativa legal consagra.

Por lo tanto. al haberse menoscabado real y efec­
tivamente el derecho de defensa y contradicción de los
demandantes en amparo. se ha conculcado el principio
de contradicción y bilateralidad y se ha producido inde­
fensión material, infringiéndose así el derechó a la defen­
sa y a la tutela judicial efectiva lo que obliga a otorgar
el amparo.

La estimación del recurso de amparo determina la
nulidad de la Sentencia y la retroacción de las actua­
ciones hasta el momento posterior a la presentación del
escrito y del telegrama por parte de los demandantes

. de amparo en los que se solicitaba el nombramiento
de Abogado y Procurador de oficio a fin de que el Juz­
gado de Primera Instancia núm. 1 de Murcia proceda
a resolver sobre la petición formulada por los recurrentes.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Estimar el presente recurso y, en su virtud:

1.° Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión de los recurrentes.

2.° Anular la Sentencia del Juzgado de Prime­
ra Instancia núm. 1 de Murcia. de 22 de marzo
de 1990. dictada en el proceso en el juicio ejecutivo
núm. 282/89. y

3.° Retrotraer las actuaciones al momento de la peti­
ción hecha por los recurrentes para que se pro-ceda por
el Juzgado núm. 1 de Murcia a resolver lo que estime
procedente al respecto.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a siete de junio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

16037 Sala Primera. Sentencia 176/1994. de 7
de junio de, 1994. Recurso de amparo
1.844/1993. Contra Auto de la Sala Primera
del Tribunal Supremo. que ¡nadmitió recurso
de casación. Supuesta vulneración del dere­
cho a la tutela judicial efectiva: inadmisión
motivada del recurso de casación intentado.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodrlguez-Piñero y Bravo Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González'Re!jueral,
don Carlos de la Vega Benayas.<don, Vicente' Glmeno

Sendra. don Rafael Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.844/93 interpuesto
por la compañía mercantil· «Huarte. S.A.», representada
por el Procurador don Eduardo Jesús Sánchez Alvarez
y asistida del Letrado don Juan Ernesto Pluger Riejos.
contra el Auto de 6 de mayo de 1993. de la Sala Primera
del Tribunal Supremo. recaído en el recurso de casación
núm. 2.185/92. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y
ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sen­
dra. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 4
de enero de 1993. la representación procesal de la com­
pañía mercantil «Huarte. S. A.l>. fQrmuló demanda de
amparo contra el Auto de 17 de diciembre de 1992
de la Sala Primera del Tribunal Supremo. rec'aído en el
recurso de casación núm. 2.185/92.

2. Los hechos que sirven de base a la demanda
son, en síntesis, los siguientes:

a) Don Delfín González Suárez presentó en su día
la demanda de juicio de menor cuantía núm. 39/86
ante el Juzgado de Primera Instancia de Pala de Lena.
que dictó Sentencia el 6 de noviembre de 1986. deses­
timatoria de la demanda.

b) Interpuesto recurso de apelación por el actor. la
Audiencia Provincial de Oviedo. dictó Sentencia el 6 de
noviembre de 1993. por la que estimó el recurso de
apelación. y condenó a «Huarte. S. A.l>. y a varios más
al pago de 5.000.000 de pesetas.

c) El recurrente anunció la interposición del recurso
de casación contra la referida Sentencia que fue tenido
por preparado mediante Auto de 18 de mayo de 1992.

d) Formalizado el recurso de casación ante la Sala
Primera del Tribunal Supremo. fue inadmitido por Auto
de 6 mayo de 1993 en aplicación 'del 'nuevo arto
1.710.1.2 de la L.E.C. al, no superar el pleito el limite
de los 6.000.000 de pesetas que establece el art:
1.687.1 cl L.E.C.• conforme a la redacción operada por
la Ley 10/1992.

3. La demanda funda su queja de amparo básica­
mente en la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva reconocido en el arto 24 C.E.. en sU vertiente
de acceso a los recursos. la éual se habrJa producido
al inadmitir un recurso que fue preparado y tramitado
con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 10/1992.
cuando. en opinión del recurrente. el momento que debió
tenerse en cuenta para fijar los, requisitos del recurso.
es el de su preparación. dada la unidad o correlación
que debe presidir la preparación 'y la interposición del
recurso que no son sino dos fases del ejercicio del dere­
cho al recurso.

Por ello. y porque la interpretación hecha por el Tr;"
bunal Supremo es contraria además 'a los arts. 9.3 y
14 de la Constitución. termina suplicando la declaración
de nulidad del AutQ recurrido yquesll' reconozca- el
derecho de •los" recurrentes,.a,la'tutela;j",dicia~efectiva.
ordenando 'a.la:Sala,PrimerB',del¡·Tribuna"SupreinG,Ia
admisión del recurso'de casaQi6ninadmitidoM3''','''''. ,':'
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